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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrado Ponente:

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

Bogotá, D. C., veintiuno (21) de octubre de dos mil diez (2010).-
Ref.: 1100102030002010-01733-00
Decide la Corte la acción de tutela interpuesta por DENIS DEL CARMEN ORTÍZ RÍOS, en nombre propio y como representante de DIANA JOSÉ, JOSÉ DAVID y JENNIFER DEL CARMEN CUESTA ORTÍZ, contra la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena.

ANTECEDENTES
1.
Los mencionados accionantes, a través de apoderado especial, manifiestan que el Tribunal acusado incurrió en un proceder que califica como vía de hecho, en el trámite del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto de Familia de Cartagena en el proceso ordinario que JOSE VICENTE CUESTA MUÑOZ (q.e.p.d.) entabló contra CARMELO CUESTA CORDERO, SILVIA CUESTA DE AYALA y EUGENIO CUESTA CORDERO, herederos de la señora JUANA MARÍA CUESTA BERNETT.
2.
Con el propósito de dar fundamento a la acción instaurada, los promotores de la demanda constitucional, en calidad de sucesores procesales del fallecido señor JOSÉ VICENTE CUESTA MUÑOZ, afirman que el 12 de enero de 2010 el funcionario del conocimiento dictó sentencia denegando las pretensiones de la demanda de “nulidad de testamento”, pues “en forma inexplicable [declaró] probada la excepción de prescripción de la acción, propuesta por los demandados” (fl. 3, cdno. 1).
Manifiestan que aunque el recurso de apelación interpuesto y concedido respecto del fallo de primera instancia se admitió por parte del Tribunal acusado, el traslado para sustentar ese medio ordinario de impugnación no se notificó o publicitó en legal forma, de modo que se “adelantó una etapa procesal futura en el sentido de ordenar que se corrieran los traslados para sustentar la apelación imperada, cuando aún no había transcurrido la oportunidad para solicitar pruebas” (fls. 3 y 4).
Los interesados indican que, como consecuencia de dicho proceder, la autoridad demandada declaró desierto el indicado recurso de apelación y que dicha determinación se mantuvo no obstante la reposición oportunamente interpuesta. 

3.
Solicitan, por tanto, que se conceda la protección constitucional demandada y que se “revoquen los autos de 12 de julio de 2010 y 20 de agosto de 2010 (…), se de la oportunidad legal de pedir pruebas (…), y practicadas las pedidas en segunda instancia, se de el traslado para sustentar el recurso de apelación impetrado, notificando por estado el mencionado traslado” (fl. 2).
4.
Admitida a trámite la queja formulada, se dispuso la publicidad de rigor con los intervinientes del proceso de nulidad de testamento mencionado en precedencia.

CONSIDERACIONES

1.
Es preciso reiterar, como punto de partida, que la acción de tutela es un mecanismo particular establecido por la Constitución Política de 1991 para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, frente a la amenaza o violación que, en cuanto a ellos, pueda derivarse de la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, sin que se constituya o perfile en una vía sustitutiva o paralela de los medios ordinarios de defensa que la misma norma superior y la ley consagran para la salvaguarda de tal clase de derechos. 



Igualmente que, en línea de principio, el amparo no se abre paso respecto de providencias o actuaciones judiciales a no ser que en ellas se hubiere incurrido en un proceder arbitrario, a la par que ilegítimo, o desconectado del ordenamiento jurídico, si no es posible removerlo a través de los medios ordinarios previstos en la ley, esto es, “...siempre que el afectado no posea otro medio de defensa judicial para obtener su restablecimiento” (sent. de 11 de mayo de 2001, exp. 0183), pues, en tal circunstancia, es pertinente que el juez constitucional actúe con el propósito de conjurar el agravio que con la actuación censurada se haya podido causar a las partes o intervinientes en el proceso.
2.
Examinado el escrito con el que se impetró la acción de tutela presentada por DENIS DEL CARMEN ORTÍZ RÍOS, en nombre propio y como representante de DIANA JOSÉ, JOSÉ DAVID, y JENNIFER DEL CARMEN CUESTA ORTÍZ, así como los elementos de persuasión aportados al trámite, la Corte observa que la demanda constitucional se dirige contra las decisiones del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena que dispusieron, en primer lugar, admitir el recurso de apelación interpuesto respecto de la sentencia de primer grado y disponer en el mismo  proveído el traslado por el término de cinco días para que las partes alegaran -26 de abril de 2010-, y, con posterioridad, declarar desierto, por falta de sustentación, el citado medio ordinario de impugnación -12 de julio de 2010- (fl. 363). 

Precisado lo anterior, la Corte concluye que efectivamente en la señalada actividad jurisdiccional se incurrió en un proceder susceptible de protección tutelar, pues la funcionaria acusada apoyó la deserción del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia que dictó el Juzgado del conocimiento, en reflexiones que, en puridad, soslayan lo previsto por el ordenamiento jurídico, habida cuenta que si bien la falta de sustentación oportuna de aquél medio de impugnación tiene como efecto legal la deserción del recurso, también es claro que en el impulso que se le dio a la segunda instancia suscitada por la interposición y concesión de la alzada, no se cumplieron cabalmente las normas legales que disciplinan esa fase del proceso.

En efecto, en el trámite del recurso de apelación de una sentencia, regido por los artículos 357 y ss. del Código de Procedimiento Civil, se le impone al funcionario competente que, tras verificar el cumplimiento de todos los requisitos legales, proceda a declarar la admisión del recurso, y, una vez ejecutoriado el auto que así lo disponga, “o transcurrido el término para practicar pruebas”, debe dar “traslado a las partes para alegar por el término de cinco días a cada una”
. Sin embargo, en el caso sometido a consideración de la Sala, la autoridad acusada, en el proveído de 26 de abril de 2010, decidió agotar ambas fases del trámite del recurso -admisión y sustentación- mediante una sola providencia, contrariando así el rigor que en tratándose del segundo grado de los procesos ordinarios, por razones conocidas, tiene previsto el legislador, en cuanto que admitida la apelación de la sentencia, el Juez o el Tribunal adquieren competencia funcional y a partir de la notificación de esa decisión surgen precisas fases u oportunidades para que las partes ejerzan trascendentes derechos o prerrogativas, v. gr., postular la práctica de pruebas en segunda instancia
.
El régimen que se ha descrito es ciertamente distinto del que, en efecto, está consagrado para la apelación de autos, en cuanto que, por expresa disposición del artículo 359 ejusdem, “[e]n el auto que admite el recurso se dará traslado al apelante para lo sustente. El escrito se agregará al expediente y se mantendrá en la Secretaría a disposición de la parte contraria por tres días que se contarán desde el vencimiento del primer traslado”, o lo que está previsto en relación con el recurso extraordinario de casación, merced  a que “en el mismo auto [que lo admite] se ordenará dar traslado por treinta días a cada recurrente para que dentro de dicho término formule su demanda de casación” (arts. 372 y 373 del C. de P. C.).

3.
Se impone, entonces, para poner a salvo los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia reclamados por la parte actora en tutela, ordenar que la funcionaria acusada, en relación con el trámite del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia dictada en el proceso ordinario que el señor JOSE VICENTE CUESTA MUÑOZ (q.e.p.d.) entabló contra los señores CARMELO CUESTA CORDERO, SILVIA CUESTA DE AYALA y EUGENIO CUESTA CORDERO, herederos de la señora JUANA MARÍA CUESTA BERNETT, luego de dejar sin efecto las decisiones materia de la censura, emita las providencias judiciales que corresponda para impulsar la citada alzada, teniendo en cuenta lo expuesto en precedencia.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo constitucional incoado por DENIS DEL CARMEN ORTÍZ RÍOS, en nombre propio y como representante de DIANA JOSÉ, JOSÉ DAVID, y JENNIFER DEL CARMEN CUESTA ORTÍZ a través de la acción de tutela a que se refiere esta providencia, respecto de las providencias que emitió la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena el 26 de abril y el 12 de julio de 2010, en el trámite del recuso de apelación interpuesto por los accionantes como sucesores procesales de JOSE VICENTE CUESTA MUÑOZ (q.e.p.d.) en el proceso ordinario por éste adelantado contra CARMELO CUESTA CORDERO, SILVIA CUESTA DE AYALA y EUGENIO CUESTA CORDERO, herederos de la señora JUANA MARÍA CUESTA BERNETT, ante el Juzgado Quinto de Familia de dicha ciudad.

ORDENA, en consecuencia, a la Doctora CLAUDIA YOLANDA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Magistrada de la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la fecha en que reciba de la oficina del conocimiento el respectivo expediente, tras dejar sin efectos las mencionadas decisiones, adopte las determinaciones que corresponda para impulsar el trámite del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Quinto de Familia de esa capital, en el mencionado proceso ordinario, teniendo en cuenta las consideraciones contenidas en la parte motiva de esta providencia.
Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes. En oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional para que asuma lo de su cargo.

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR



En comisión de servicios
PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

EDGARDO VILLAMIL PORTILLA

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
� Cfr. Artículo 360 del C. de P. C.


� Vid. Artículo 361 ibidem.
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